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II. Los Derechos Humanos se Afirman frente al Poder Público
Los derechos humanos implican obligaciones a cargo del gobierno. El es el res ponsable de respetarlos, garantizarlos o satisfacerlos y, por otro lado, en sen tido estricto, solo él puede violarlos.Las ofensas a la dignidad de la persona pueden tener diversas fuentes, pero no todas configuran, técnicamente, viola ciones a los derechos humanos. Este es un punto conceptualmente capital pa ra comprender a cabalidad el tema de los derechos humanos.

La lucha por lo que hoy llamamos derechos humanos ha sido, precisamente, la de circunscribir el ejercicio del poder a los imperativos que emanan de la digni dad humana.


La nota característica de las violaciones a los derechos humanos es que ellas se cometen desde el poder público o gracias a los medios que éste pone a disposición de quienes lo ejercen. No todo abuso contra una persona ni toda forma de violencia social son técnicamente atentados contra los derechos humanos. Pueden ser crímenes, incluso gravísimos, pero si es la mera obra de particulares no será una violación de los derechos humanos.

Existen, desde luego, situaciones límites, especialmente en el ejercicio de la vio lencia política. Los grupos insurgentes armados que controlan de una manera estable áreas territoriales o, en términos generales, ejercen de hecho autoridad sobre otras personas, poseen un germen de poder público que están obliga dos, lo mismo que en el gobierno regular, a mantener dentro de los límites im puestos por los derechos humanos. De no hacerlo no solo no estarían violando el orden jurídico del Estado contra el que insurgen, sino también los derechos humanos. 
La responsabilidad por la efectiva vigencia de los derechos humanos incumbe exclusivamente al Estado, entre cuyas funciones primordiales está la prevención y la punición de toda clase de otro delitos. El Estado no está en condiciones de igualdad con personas o grupos que se encuentren fuera de la ley, cualquiera sea su propósito al así obrar. El Estado existe para el bien común y su autoridad debe ejercerse con apego a la dignidad humana, tic conformidad con la ley. 
a. El poder público y la tutela de los derechos humanos

El ejercicio del poder no debe menoscabar de manera arbitraria el efectivo goce de los derechos humanos. Antes bien, el norte de tal ejercicio, en una sociedad democrática, debe ser la preservación y satis​facción de los derechos fundamentales de cada uno. Esto es válido tanto por lo que se refiere al respeto y garantía debido a los derechos civiles y políticos (1), como por lo que toca a la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales y de los derechos colectivos (2).

1. El respeto y garantía de los derechos civiles y políticos

Como antes quedó dicho, los derechos civiles y políticos tienen por objeto la tutela de la libertad, la seguridad y la integridad física y moral de la persona, así como de su derecho a participar en la vida pública. Por lo mismo ellos se oponen a que el Estado invada ciertos atributos de la persona, relativos a su integridad, libertad y seguridad. Su vigencia depende, en buena medida, de la existencia de un orden jurídico que los reconozca y garantice. En principio, basta constatar un hecho que los viole y que sea legalmente imputable al Estado para que éste pueda ser considerado responsable de la infracción. Se trata de derechos inme​diatamente exigibles, cuyo respeto representa para el Estado una obli​gación de resultado, susceptible de control jurisdiccional.

El respeto a los derechos humanos implica que la actuación de los órganos del Estado no puede traspasar los límites que le señalan los derechos humanos, como atributos inherentes a la dignidad de la persona y superiores al poder del Estado.

El respeto a los derechos humanos impone la adecuación del sistema jurídico para asegurar la efectividad del goce de dichos derechos. El deber de respeto también comporta que haya de considerarse como ilícita toda acción u omisión de un órgano o funcionario del Estado que, en ejercicio de los atributos de los que está investido, lesione indebidamente los derechos humanos
La garantía de los derechos humanos es una obligación aún más amplia que la anterior, pues impone al Estado el deber de asegurar la efectividad de los derechos humanos con todos los medios a su alcance. Ello comporta, en primer lugar, que todo ciudadano debe disponer de medios judiciales sencillos y eficaces para la protección de sus derechos. Por obra del mismo deber, las violaciones a los derechos en dichas convenciones deben ser reputadas como ilícitas por el Derecho Interno. 
También está a cargo del Estado prevenir razonablemente situaciones lesivas a los derechos humanos y, en el supuesto de que éstas se produzcan, a procurar, dentro de las circunstancias de cada caso, lo requerido para el restablecimiento del derecho. La garantía implica, en fin, que existan medios para asegurar la reparación de los daños causados, así como para investigar seriamente los hechos cuando ello sea preciso para restablecer la verdad, identificar a los culpables y aplicarles las sanciones pertinentes. 

Estos deberes del poder público frente a las personas no aparecen del mismo modo cuando se trata de los derechos económicos, sociales, culturales y los derechos colectivos.

2. La Satisfacción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los Derechos Colectivos

Como también ha quedado dicho, los derechos económicos, sociales y cultura les, se refieren a la existencia de condiciones de vida y de acceso a los bienes materiales y culturales en términos adecuados a la dignidad inherente a la familia humana. 
Su exigibilidad está condicionada a la existencia de recursos apropiados para su satisfacción, de modo que las obligaciones que asumen los Estados respecto de ellos esta vez son de medio o comportamiento. El control del cumplimiento de este tipo de obligaciones implica algún género de juicio sobre la política económico-social de los Estados, cosa que escapa, en muchos casos, a la esfera judicial. De allí que la protección de tales derechos suela ser confiada a las instituciones más político-técnicas que jurisdiccionales, llamadas a emitir informes periódicos sobre la situación social y económica de cada país.

En cuanto a los derechos colectivos, la sujeción del poder público es mixta. En un sentido positivo, es decir, en lo que toca a su satisfacción, puede hablarse de obligaciones de comportamiento: la acción del Estado debe ordenarse de la manera más apropiada para que tales derechos -medio ambiente sano, desarrollo, paz- sean satisfechos. En un sentido negativo, esto es, en cuanto a su violación más bien se está ante obligaciones de resultado: no es lícita la actuación arbitraria del poder público que se aduzca en el menoscabo de tales derechos.

En todos estos casos, claro está, la violación de los derechos humanos ocurrirá con la medida en que la actuación del poder público desborde los límites que legítimamente pueden imponerse a los mismos por imperativos del orden público o del bien común.


b. Los límites legítimos a los derechos humanos


El Derecho de los derechos humanos, tanto en el plano doméstico como en el internacional, autoriza limitaciones a los derechos protegidos en dos tipos de circunstancias distintas. En condiciones normales, cada derecho puede ser objeto de ciertas restricciones fundadas sobre distintos conceptos que pueden resumirse en la noción general de orden público. Por otra parte, en casos de emergencia, los gobiernos están autorizados para suspender las garantías.

 
1. Limitaciones ordinarias a los derechos humanos

Los derechos humanos pueden ser legítimamente restringidos. Sin embargo, en condiciones normales, tales restricciones no pueden ir más allá de determinado alcance y deben expresarse dentro de ciertas formali​dades.

a. Alcance

La formulación legal de los derechos humanos contiene, normalmen​te, una referencia a las razones que, legítimamente, pueden fundar limitaciones a los mismos. 

En general, se evitan las cláusulas restrictivas generales, aplicables a todos los derechos humanos en su conjunto y se ha optado, en cambio, por fórmulas particulares, aplicables respecto de cada uno de los derechos reconocidos, lo que refleja el deseo de ceñir las limitaciones en la medida estrictamente necesaria para asegurar el máximum de protección al individuo. 
Las limitaciones están normalmente referidas a conceptos jurídicos indetermina dos, como lo son las nociones de "orden público" del Estado o de "orden"; de "bien común", "bien estar general" o "vida o bienestar de la comunidad" de "se guridad nacional", "seguridad pública" o "seguridad de todos"; de "moral pú blica"; de "salud pública", o de "prevención del delito".

Todas estas nociones implican una importante medida de relatividad. Deben interpretarse en estrecha relación con el derecho al que están referidas y deben tener en cuenta ]as circunstancias del lugar y del tiempo en que son invocadas e interpretadas. 
El orden público, por ejemplo, aun cuando como concepto universal, no respon de a un contenido estable ni plenamente objetivo. La Corte Interamericana de Derechos Humanos lo ha definido como el conjunto de "las condi​ciones que aseguran el funcionamiento armónico y normal de institucio​nes sobre la base de un sistema coherente de valores y principios" (Corte I.D.H.: La colegiación obligatoria de periodistas, cit., S64).

Ahora bien, de alguna manera, la definición de esos "valores y prin​cipios" no puede desvincularse de los sentimientos dominantes en una sociedad dada, de manera que si la noción de orden público no se interpreta vinculándola estrechamente con los estándares de una sociedad de​mocrática, puede representar una vía para privar de contenido real a los derechos humanos internacionalmente protegidos. En nombre de un orden público, denominado por principios antidemocráticos, cualquier restricción a los derechos humanos podría ser legítima.

Las limitaciones a los derechos humanos no pueden afectar el contenido esencial del derecho tutelado. La misma Corte también ha dicho que nociones como la de "orden público" y la de "bien común" no pueden invocarse como "medios para suprimir un derecho garantizado por la Convención" y deben interpretarse con arreglo a las justas exigencias de una sociedad democrática, teniendo en cuenta "el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de preservar objeto y fin de toda la Convención" (Corte I.D.H.: la colegiación obligatoria de periodistas, cit., S67). 

b. La forma

En un Estado de Derecho, las limitaciones a los derechos humanos solo pue den emanar de leyes, se trata de una materia sometida a la llamada reserva legal, de modo que el poder ejecutivo no está facultado para aplicar más limita ciones que las que previamente hayan sido recogidas en una ley del poder legislativo.

Este es un principio universal del ordenamiento constitucional de​mocrático, expresado, entre otros textos por el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, según el cual las restricciones que la Convención autoriza para el goce de los derechos por ella reconocidos, sólo podrán emanar de "leyes que se dictan por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas". 
Respecto de este artículo, la Corte ha interpretado "que la palabra leyes...  significa norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emana da de los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democrá ticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento previsto en las constituíciones de los Estados Partes para la formación de las leyes" (Cor te I.D.H., La expresión "leyes" en el artículo 30 de la Convención America na sobre Derechos Huma nos, cit SSS).

Sólo en circunstancias excepcionales el gobierno se ve facultado para decidir por sí solo la imposición de determinadas limitaciones extraordinarias a algunos derechos humanos, pero para ello tiene previamente que suspender las garantías de tales derechos.

2. Las Limitaciones a los Derechos Humanos bajo Estados de Excepción

Los derechos garantizados pueden verse expuestos a limitaciones excepciona les frente a ciertas emergencias que entrañen grave peligro público o amenaza a la independencia o seguridad del Estado. 
En tales circunstancias el gobierno puede suspender las garantías. A este respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha enfatizado que, dentro del sistema de la Convención, se. trata de una medida enteramente ex cepcional, que se justifica porque "puede ser en algunas hipótesis, el único medio para atender a situaciones de emergencia pública y preservar los valo res superiores de la sociedad democrática" (Corte I.D.H., El habeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27.2 y 25.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-8/8 7 del 30 de cuero de 1987, 820).

Sin embargo, evocando quizás los abusos a que ha dado origen en el hemisferio, afirmó que "la suspensión de garantías no puede desvincularse del ejercicio efectivo de la democracia representativa a que alude el artícu lo 3 de la Carta de la OEA" y que ella no "comporta la suspensión tempo ral del Estado de Derecho III autoriza a los gobernantes a apartar su con ducta de la legalidad a la que en todo momento deben ceñirse" (ibid.), pues el efecto de la suspensión se contrae a modificar, pero no a suprimir "algunos de los límites legales de la actuación del poder público" (ibid. 824).

La suspensión de garantías está sujeta, además, a cierto número de condicio nes, entre las que cabe enunciar, también de modo esquemático, las si guientes:

· a. Estricta necesidad. La suspensión de las garantías debe ser indispen​sable para atender a la emergencia. 

· b. Proporcionalidad, lo que implica que solo cabe suspender aquellas ga rantías que guarden relación con las medidas excepcionales nece​sarias para atender la emergencia. 

· c. Temporalidad. Las garantías deben quedar suspendidas sólo por el tiempo estrictamente necesario para superar la emergencia. 

· d. Respeto a la esencia de los derechos humanos. Existe un núcleo esencial de derechos cuyas garantías no pueden ser suspendidas bajo ninguna circunstancia. La lista de garantías no suspendibles más amplia es, probable mente, la contenida en el artículo 27 de la Convención Americana sobre dere chos humanos, según el cual están fuera de ámbito de los estados de excep ción los siguientes derechos: el derecho a la vida; el derecho a la integridad per sonal; la prohibición de esclavitud y servidumbre; la prohibición de la discrimi nación; el derecho a la personalidad jurídica; el derecho a la nacionalidad; los derechos políticos; el principio de legalidad y retroactividad; la libertad de con ciencia y de religión; la protección a la familia y los derechos del niño; así como las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos, entre las cuales deben considerarse incluidos el amparo y el habeas corpus. 

· e. Publicidad. El acto de suspensión de garantías debe publicarse por los medios oficiales del Derecho Interno de cada país y comunicarse a la comu nidad internacional, según lo pautan algunas convenciones sobre Derechos Hu manos. 








